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nepúBLtcA DE PANAMA

óncANo JUDIcIAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA

ADMINISTRATIVO.-

DE LO CONTENCIOSO

panamá, primero (1") de junio de dos mil dieciocho (2018).

VISTOS:

El licenciado Leonel caballero Montero, en representación de Ruth Mabela

Flores Aparicio (madre de la entonces menor M.M.A'F.) ha interpuesto ante la sala

Tercera de la Gorte suprema de Justicia, demanda contencioso administrativa de

indemnización para que se condene al Estado Panameño representado por la

policía Nacional, al pago de ochocientos cincuenta mil balboas (8/.850,000'00)' en

concepto de indemnización por daños físicos, morales y psicológicos'

PRETENSIONES.

La parte actora solicita que el Estado Panameño cumpla con las siguientes

pretens¡ones:

*PRIMERO: eue se CondeRe a la Policía Nacional, y

por ende, al Estado Panameño , a indem nizar a la

beñora RUTH MABEI-,A FLoRES APARlClo, madre

de ta menor de edad MEIBELINE MABEL AGUILAR

FLORES (víctima del delito), por la acciÓn típica,

ant¡juríd¡ca y culpable ejecutada por dos (2) miembros

juramentadós de dicha institución policial, a saber,
-subteniente 

Juan Pablo García Herrera y, Cabo

segundo, Daniel Enrique $antos Herrera, por daños

irre-versibles en su anatomía corporal y en su ps¡quis,
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causados a consecuencias del Delito de violación
carnal, en modalidad agravada, hecho ocurrido el día

I de septiembre de 2012, en la Provincia de Coclé y,

en la cualfueron sometidos bajo el sistema Acusatorio
Penal Vigente, y declarados penalmente culpables
mediante Registro de Sentencia No. 317 de 22 de
septiernbre de 2014, y Registro de Sentencia No'434
de 19 de diciembre de 2014, respectivamente, por los

Honorabtes Jueces de Garantías de la Provincia de

Coclé, a saber, licenciadalJazmín Jaén Ramea y

Licenciado Luis Quintero.
SEGUNDO:...Por lo tanto, lá Policía Nacional, entidad
del Estado Panameño, debido a la responsabilidad
que le corresponde, por las razones y circunstancia
atudidas, debe ser condenada al pago económico que

dé lugar para el debido resarcimiento del daño

¡rreversible eiecutados . por sus Miembros
Juramentados cuando eierclan sus funciones de orden
público.
TERCERO: Que se ordene á la Policía Nacional, por

conducto del Estado Panameño, a pagar a la señora
RUTH MABELA FLORES APARICIO, madre de la
menor de edad MEIBELINE MABEL AGUILAR
FLORES, vfctima del delito de Violación Carnal en

modalidad agravada, en'concepto de indemnización
por el dañó físico corporal, moral o emocional
psicológico, a la suma de OCHOCIENTOS
CINCUENTA MIL BALBOAS (8/.850,000.00), o lo que

resulte de una justa o meior Tasación Pericial..."

HECHOS EN QUE SE FUNDAMENTA LA DEMANDA.

La parte actora fundamenta la demanda visible de fojas 2 a 12 del expediente

narrando los siguientes hechos: i

"PRIMERO: Que la noche ilel 7 de sept¡embre de
2012, en un callejón oscuro del Distrito de Aguadulce,
a bordo del vehículo patrulla pick up 234, el

Subteniente de ta Policía Nacional JUAN PABLO

GARCfn HERRERA, abusó sexualmente de la Menor

de edad MEIBELINE MABEL AGUILAR FLORES,
mientras el Cabo Segundo DANIEL SANTOS
HERRERA, también Miembro de la Policía Nacional,

esperaba en la parte trasera de la Patrulla, v¡gilante a

que nadie pasara en esos momentos de la

consumac¡ón del acto criminoso o Hecho Punible.
SEGUNDO: Que la Fiscalía De Circuito de la Provincia
de Goclé, €ñ su calificación jurídica estableció que la
conducta descrita es constitutiva del Delito

contemplado en el Capítulo l, del Título lll, del Libro

Segund-o del Código Penal, esto es Delito Contra la
Libértad e Integridad Sexual, violación,

específicamente el tipo penal descr¡tos en el artículo
17'4ren concordancia con el artículo 175, numeral 3 del

Código Penal de la República de Panamá.
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Que la conducta que se le'atribuyó al señor JUAN
PABLO GARCIA HERRERA, subteniente con Placa
No.14175 de la Policía Nacional, es por el hecho de
que mediante el uso de la intimidación, superación
corporal y violencia en la anatomía corporal, mantuvo
acceso carnalsin elconsentimiento de la prenombrada
menor de edad, víctima del delito en comento, a bordo
del vehlculo Patrulla Pick Up 234, con Matrfcula
No.002515.
Y, la conducta que se le atribuyó al señor DANIEL
ENRIQUE SANTOS HERRERA, Cabo Segundo con
placa No. 21162 de la Policía Nacional, quien fungfa
como conductor del Patrulla No.234 el día de los
hechoS, es por el Hecho de que aún pudiendo evitar
que JUAN PABLO GARCIA HERRERA, abusara
sexualmente de la prenombrada menor de edad,
víctima del delito en comento, empero no hizo
absolutarnente nada para evitarlo.
TERCERO: Que la participación que se le atribuyó a
los Acusados ya condenados penalmente, a saber,
JUAN PABLO GARCIA HERRERA, CON CédUIA dE

identldad personal número 8-374-500, en calidad de
Autor del delito de violación, en modalidad Agravada,
al tenor de lo que establece el articulo 43 del Gódigo
Pbnal de la Reprfblica de Panamá. Y la participación
que se le atribuyó a DANIEL ENRIQUE SANTOS
HERRERA, cédula número 4-735-762, es de GÓmplice
Primario al tenor del artículo 44 del Código Penal de
Panamá.
... Que la pena de Prisión solicitada por la Fiscalía
Delegada de la Província de Coclé, al Tribunal de
Garantias de la Provincia de Coclé, era de 180 meses,
para ambos miembros jurainentados de la Policfa
Nacional, de acuerdo con lo éstablecido en el'artfculo
174, en concoldancia con el artículo 175, numeral 3 y
los artículos 43, 79 y 80 del Código Penal de la
República de Panamá, emperor los prenombrados
GARCIA Y SANTOS, se avocaron a Acuerdos de
penas, en virtud del artfculo 343 del Código Procesal
Penal, lo que se produio sentencias condenatorias
para ambos infractores de la Ley Penal, a saber,
Registro de Sentencia No.434 de 19 de diciembre de
z}í+,en el cual se condena a JUAN PABLO GARCIA
HERRERA, con cédula No.8-374-500, Autor del Delito
de Violación Agravada, en perjuicio de la menor de
edad MEIBELINE MABEL AGUIIáR FLORES, y se le
impuso la pena de OCHENTA Y CUATRO (84)

MESES DE PRISIÓN, como pena principal y CINCO
(5) años de inhabilitación para elejercicio de funciones
prlbticas, como pena accesoria. Registro de Sentencia
Ño.317 de 22 de septiembre de 2014, el Juez de
Garantías de la Provincia de Coclé, Declara
Penalmente Responsable al señor DAN¡EL'ENRIQUE
SANTOS HERRERA, con cédula No.4-735-762, y lo
condena a la pena de sesenta (60) meses de prisión,

como cómplice primario del delito de violación
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agravada, en perjuicio de la menor de edad
MEIBELINE MABEL AGUII-AR FLORES...'

En ese contexto, la parte demandante sostiene que la conducta incurrida por
l

los dos (2) miembros juramentados de la Policía Nacional, violenta los artículos

1644 y 1645 del Código Civil; artículos 126 y 129 del Código Penal; y los artículos

8, 3, 15 y 20 de la Ley l8 de 3 de junio de 1997, Orgánica de la Policía Nacional.

NORMAS QUE SE CONSIDERAN VULNERADAS.

Los artÍculos 1644 y 1645 del Código Givil; los que en su orden, establecen

que el que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o

negligencia, ésta obligado a reparar el daño causado; y la indicaciÓn en el sentido

que la obligación que impone el artículo 1644 es exigible no sólo por los actos u

omisiones propios, sino por la actuaciones de aquellas personas por las que se

debe responder, así como el hecho que el Estado, las instituciones descentralizadas

de éste, y el Municipio son responsables cuando el daño es causado por conducto

delfuncionario a quien propiamente le corresponda la ejecución practicada, dentro

del ejercicio de sus funciones

Los artículos 126, cuyo contenido transcrito parcialmente por el actor en

realidad corresponde al artfculo 128, 129 del Texto t1nico del Código Penal;

disposiciones que, de manera respectiva, consignan que de todo delito se deriva

responsabilidad civil y el señalamiento en elsentido que los autores y los partfcipes

están obligados solidariamente al pago de los daños y perjuicios.

Los artículos 8,11,13,15 y 20 de la'Ley 18 de 3 de junio de 1997, Orgánica
,:

de la Policía Nacional, que disponen que: los miembros de esta institución son

servidores públicos, por tanto, deberán conducirse, en todo momento, conforme a

los postulados señalados en los principios éticos d9 los mismos-; que ellos deberán

actuar con alto grado de profesionalismo, con integridad y dignidad; que los

miembros de ta Policía Nacional, en el desempeño de sus labores profesionales y
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su nelaeión eon la eomunidad, les corresponde protegen [a dignidad hurnana,

respetar y defender los derechos humanos de los nacionales y extranjeros; las

normas que deberán cumplir los integrantes del estamento polieial; y los niveles de

luerza a los que están autorizados los nnismos.

TNFORME DE CONDUGTT\ DE |l-A ENTIDAD DEÍIIANDADA'

De fojas 20 a [a 22 del expediente, se enlJentra el informe de conducta

rendido por el Subdirector General Operativo de la Folicía Naeional, a través de [a

Nota DGPN-DNIAL-O166-2015 de 13 de julio de 2015, eR los siguientes términos:

"...eonstituye un hecho cierto que el día I de
septiembre de 2012, a consecuencia de una llamada
reeibida a la 1:00 horas en' la Sala de Guardia de [a
Subestación de Aguadulce, en la que se informaba de
un incidente protagonizado por una pareia a [a altura
del servicentro Ríos ubicada en la Vla Panamericana,
se contactó al Subten¡entel Juan Pablo García y al
Cabo Segundo DanielSantos, quienes se encontraban
de correrfa en el vehículo 234, de la 21:00 horas a las
5:00 horáb, para que se acudieran a verificar la
situación.
Que e[ subteniente 12194 Plinio Montenegro y [a

Sargento 13973 Griselda Gordón, ambos de guardia
en la Subestaeión de Aguadulce el día en que se
dieron los hechos, coinciden en señalar a través de sus
informes, que a [a 1:15 horas del mismo día, se reeibió
llamada del Subteniente Juan Pablo Garcia
comunicando que en e[ lugar al que debían conducir a
atender la novedad, sólo tlbicaron una pareja de
adultos mayores en compañla de una joven que al ser
entrevistada les nnanifestó, que el conductor de un
auto la habfa abordado en Penonomé, dejándola
posteriormente en Aguadulce y que no contaba eorn

medios para su regreso, ündicándoles además que no
[e había pasado nada y que sólo deseaba regresar a
Fenonomé, ¡Jor lo que estimaron que el caso no debÍa
ser trasladado a la Sala de Guardia.

Se registran en ia enticiaci ios informes rendidos por eü

subteniente 14175 Juan Pablo García y e[ cabo
Segundo 21162 Daniel Santos, ambos de correría enr

el vehlculo 234 de la Policía Nacional el dla E de
septiembre de 2012. En los mismos aseveraron ante
la institución, que el día en que acudieron a eubrir [a
novedad, ubiearon a una pareja de personas adultas
en un automóvil conversando con una joven a la que
entregaron [a suma de ts/.5.00, explicándoles éstos
que le daban dinero para su pasaie, ya que el
conductor de un vehíeulo que le abordó en Penonomé,
la había dejado en Aguadulce y no tenla como
regresar, por lo que la llevarían a la parada de [a



6
€'firy"

Tablita, subiéndose la joven a su auto. En estos
mismos informes afirmaron ante su superior, que
posteriormente en su recorrido vieron a la joven en una
parada con otras personas,, por lo que continuaron
hasta concluir su turno. 1

No cabe duda que al momento en que la institución
envía a las unidades García y Santos a cubrir la

novedad, lo hizo atendiendo alprincipio que orienta su

¡az6n de ser, cual es proteger la vida, honra, bienes y
demás derqchos y libertades de quienes se
encuentran bajo la jurisdicción del Estado Panameño.

La actuación delsubteniente 14175Juan Pablo GarcÍa
y del Cabo Segundo 21162 Daniel Santos, que produjo

corno consecuencia la condena que se les impuso, fue
diametratmente opuesta a lo que la institución
esperaba de ellos dentro del:correcto ejercicio de sus
funciones, baio el supuesto de que todo policía debe
actuar con un alto grado de profesionalismo' con
integridad y dignidad, sin 'incurrir en actos que

denigren la imagen de la institución 
;

Por sus actuaciones, al Subteniente Juan Pablo
Garcla se le impuso un cuadro de acusación individual
por "Denigrar la buena imagen de la instituciÓn", fue
investigado y mediante Informe No.265-15 de 27 de
febrero de 2015, la Dirección de Responsabilidad
Profesional solicitó la calificación del caso por la Junta
Disciplinaria Superior. Por su parte, el Cabo Segundo
21162 Daniel Santos renunció a la Policía Nacional
desde el14 de octubre de 2013.

En otro aspecto, se advierte que los prenombrados se
avocaron a acuerdos de penas que en atención a lo
establecido por el artfculo 434 del Código Penal'
debieron ser notificados por la defensa a las demás
partes, que en su. momento los aceptaron para que se
hicieran efectivos, como en efecto ocurrió, ya que se
dio una rebaia de pena, por lo que no se justificaba en
ese momento la interposición de una cuantiosa
demanda de indemnización en detrimento del Estado
y por ende de la Policía Nacional. ..."

postctóN DE LA PROcURADURIA DE LA ADM¡N¡STRAcIÓN.

Mediante Vista No.624 de 9 de junio de 2016, que reposa de foia 47 a 54

del expediente judicial, el Procurador de la Administración solicita a los

Honorabtes Magistrados miembros de la Sala Tercera, se sirvan declarar que el

Estado panameño, por conducto de b Pólic¡a Nacional, NO ES RESPONSABLE

de pagar a las demandantes la suma de ochocientos cincuenta mil balboas
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(8/.850,000.00), que éstas reclaman como resarc¡miento por los perju¡c¡os

morales que alegan haber sufrido.

Medularmente, el Procurador de la Administración plantea lo siguiente:

"... En atención a lo indicado, colncidimos con lo
expresado por la entidad demandada en su informe
explicativo de conducta cuando expresa que: "...se
advierte que los prenombrados se avocaron a
acuerdos de penas que...debieron ser notificados por
la defensa a las demás partes, que en su momento los
aceptaron para que se hicieran efectivos, como en
efecto ocurrió , ya que se dio una rebaja de pena, por
lo que no se justifica en este momento la interposición
de una cuantiosa demanda de indemnización en
detrimento de El Estado y por ende de la Policía
Nacional."
...Observamos que quienes demandan no aportan al
proceso medio de prueba alguno que permita
comprobar la certeza de la cifra de dinero a que se
alega tener derecho y cuyo pago se le reclama al
Estado en ese concepto; elementos que son
necesarios para que el Tribunal pueda acceder a tal
pretensión. En abono a lo expuesto, debemos advertir
que la tasación por parte del Juzgador de los presuntos
daños morales que reclama un particular frente al
Estado es una acción que implica gran dificultad, de
ahf ' la necesidad que se aporten elementos que
permitan facilitar dicha actividad...

coNsrDERAcroNEs y DEcrsrótrr oe LA sALA.

Una vez cumplidos los trámites previstos para estos procesos, corresponde

a los integrantes de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia pasar a dirimir

elfondo del presente litigio.

Gompetencia

La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en atención a lo dispuesto

en el Artículo 97 del Código Judicial, en ,concordancia, con el Artículo 206 de la

Constitución Política, establece como competencia de la Sala Tercera, el

conocimiento de las causas referentes a la responsabilidad patrimonial del Estado.

Legitimación

En el caso que nos ocupa, ta demandante Ruth Mabeta Flores Aparicio, en

representación de la menor (M.M.A.F), comparece a solicitar indemnización por

daños y perjuicios, como afectada directa de los hechos ocurridos el día el 7 de
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sept¡embre de 2012, por el Subteniente Juan Pablo García Herrera y el Cabo

Segundo Daniel Enrique Santos, por lo cual la parte actora se encuentra legitimada

para promover la acción examinada.

Fundamento de la Responsabilidad Extracontractual del Estado.

Sobre la responsabilidad extracontractualdelEstado, la Sala ha conceptuado

que tiene su fundamento en las normas de la Constitución Polltica, especlficamente

en lo dispuesto en los.artículos 17 y 18 de la Carta Mqgna, contenidos en el Título

lll de fos Derechos y Deberes Individuales y Sociales. Así el artlculo 17,en mención,

establece la concepción social de los fines del Estado, al preverse que las

autoridades de la República serán instituidas para proteger en sus vidas, honras y

bienes a Ios nacionales donde quiera que se encuentren y a los extranieros que

r li
estén bajo su jurisdicción; y por su partq el artículo 18 de la Constitución Política

contiene el principio de la responsabilidad personalde los funcionarios prlblicos por

infracción a la Constitución o la Leyes, o por extralimitación de funciones.

Previo a ello precisa indicar que dicho fundamento legal,y Constitucional de

ta responsabilidad extracontractual u objetiva del Estado se encuentra expuesto por

esta Sala en Sentencia de 24 dernayo de 2010, 2 de febrero de 2OOg y 2 dejunio

de 2003, que en lo pertinente dice:

"Para resolvel, claro es que el fundamento de la

responsab¡lidad extracontractual del Estado en nuestra
legislacién se deriva de lo que está contenido en los
artículos 1644 y 1646 defl CÓdigo Civil, y con la
modificación de la que este último fue objeto mediante la

Ley N'18 de 31 de julio de 1992, importante resulta
señalar que está expresamente contemplada al prever

"la responsab¡lidad directa del Estado" cuando el daño
es causado por conducto del funcionar¡o a quien
prop¡amente corresponde la gestión practicada dentro
del ejercicio de sus funciones. Sobre la responsabilidad
extracontractual del Estado, Ia Sala ha conceptuado que

tiene claro fundamento en las normas de la Constitución
Nacional, que en nuestro medio están prev¡stas en el

Título lll de los Derechos y Deberes Individuales y
Sociates, Capítulo 1o, sobre las Garantías
Fundamentales, específicamente los artículos 17 y 18.

Así vemos que en el artículo 17 de la ConstituciÓn
Nacional se instituye la concepc¡ón social de los fines del
Estado, al preverse que "las autoridades de Ia República
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están instituidas para proteger en su vidas, honra y
bienes a los nacionales donde quiera que se encuentren
y a los extranjeros que estén'bajo su jurisdicción...". Por
su parte, el artículo 18 de la Constitución Nacional prevé
e! principio de la responsabilidad personal de los
funcionarios públicos por infracción a la Constitucién o
de la Ley o por extralimitación de funciones en el
ejercicio de ésta. Dicha responsabilidad extracontractual
tiene, pues, un fundamento de derecho público, postura
que ha sido también la mantenida por la Corte Suprema
de Justicia y el Consejo de Estado en Colombia en
relación con el artículo 16 de la Constitución de 1886 de
ese país, norma que es el antecedente delartículo 17 de
nuestra Constitución. (Cfr. Ureta Manuel S., "El
Fundamento Constitr¡cional de la Responsabilidad
Extracontractual del Estado", en La Responsabilidad de
la Administración Pública en Colombia, España, Francia
e ltalia, autores varios, Universidad Externado de
Colombia, 1986, págs. 163 a 181.)"

La Sala estima oportuno reiterar que en la doctrina,
autores como Roberto Dromi, se inclinan en ese
sentido y además sostiene que, "la responsabilidad del
Estado existe sea que los agentes estatales actúen con
o sin culpa y aunque nazca de un acto legftimo, pues su
antijuricidad surgirá de su vulneración a la
Constitución...que protege a los habitantes contra
cualquler daño injustamente inferidos a sus derechos
individuales...con esto se abre el camino a una
concepción objetiva de la antijuricidad poniendo de
relieve los elementos daños e injusticia por encima del
concepto clásico de culpa..." También destaca que la
jurisprudencia admite la responsabilidad del Estado,
pero siempre tomando en cuenta la relación causala fin
de determinarla. (Derecho Administrativo, 7 Edición
actualizada, Buenos Aires, 1,998, págs. 816-817 y 836).
En esa misma línea de pensamiento Gilberto Martínez
Rave enfatiza que la responsabilidad extracontractual
objetiva por parte del Estado tiene por finalidad
"restablecer el equilibrio económico roto cuando se
lesiona un patrimonio particutar por parte de la
administración pública..." (La Responsabilidad Civil
Extracontractual, 10" Edición, Editorial Temis, S. A.,
Colombia 1998, Pág. 363)

Dentro de este contexto, cabe advertir que la responsabilidad

extracontractual o la obligación de reparar los daños causados por acciones u

omisiones tiene su fundamento legal en el'Código Civil, Capítulo ll, Título XVl, Libro

lV, artículos 1644 y siguientes. Dentro de las normas mencionadas se dispone que

también están obligados a reparar directamente los daños aquellas peronas que

deben responder porquienes causaron dicho daño, señalándose expresamente que
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"El Estado, /as instituciones descentralizadas del Estado y el Municipio son

responsables cuando el daño es causado por conducto del funcionario a quien

prcpiamente corrcsponda la gestión practicada, dentro del ejercicio de sus

funciones" (párrafo cuarto del artículo '!645 del Código Civil) quedando así

establecida la responsabilidad directa del Estado, con las modificaciones de que fue

objeto el Código Civil, mediante la LeV N:]8 de 31 de julio de 1992. Este aspecto

queda claramente expuesto en la Sentencia de 12 de agosto de 1994, proferida

por el Pleno' de la Corte Suprema de Justicia, dentro de la Consulta de

Inconstitucionalidad presentada por la licenciada Elitza A. Cedeño, Magistrada del

Prinner Tribunal Superior de Justicia, en coñtra del último párrafo del artículo 200 del

Código Judicial, dentro del Proceso Qrdinario: Orlando E. González S., en

representación de las Sociedades Kreport Investment, lnc., y Corporación de

Inverslones Navales, S. A. Vs el Juez Segundo del Circuito Civildel Primer Circuito

Judicial de Panamá:

"De' este modo, la evoHución del concepto de
responsabilidad desemboeó en la mencionada
"responsabilidad directa del Hstado" en la que a éste se
le considera responsable de los daños que en el ejercicio
de la actividad pública ocas¡onen sus funcionar¡os"
Opera así, un traspaso al ffistado de las obligaciones
dimanantes de la responsab¡lidad de dichos
funcionar¡os, Io que no sólo se funda en Ia necesidad de
colocar al particular afectado frente a un deudor (el
Estado) de suficiente solvencia, sino también, como
postula FORSTHOFF, "en la circunstancia de que es él
el que forma a los funcionar¡os, los examina, los coloca
en el puesto conveniente, los tiene disciplinariamente en
sus manos y es, íntegramente, el señor del servicio
dentro del cual acaece la acción que obliga . a la
compensación por daño" (FORSTHOFF, Ernst. citado
por ESCOBAR GIGENA, Julio. Op. c¡t., pp.73-74).

Con el transcurso del tiempo, las distintas legislaciones
recogieron en alguna mediCa los fundamentos de Ia

"responsabilidad directa del Estado", de la que ya se
habían hecho eco la doctrina y la jurisprudencia.

En nuestra legislación, el articulo 1644 del Código Civil
preceptúa que o'el que por aee¡ón u omisiÓn causa daño
a otro interviniendo culpa o negligencia, está obligado a
reparar el daño causado". Por su parte, €l artículo 1645
ibídem dispone que la obligación que impone el artículo
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1644 es ex¡gible no sólo por los actos y omisiones
propios, sino por los de aquellas personas de quienes se
debe responder. Eü párrafo 40 de este artículo 1645 del
Códige Civil, necientemente modificado, establecía que
el Estado era responsable por flos daños eausados por
los actos u cmisiones culposos o negligentes de sus
agentes cspeciales, os decir que no responsabilizaba al
Estado por el daño causado' por el funcionaiio e quien
propiamente correspondiera !a gestión realizada, Sin
embargo, con las modificaciones introducidas al artíeulo
1645 y, en particular, al aludido párrafo, mediante la Ley
No 18 del 3X de julio de 1992, se estableció en forma
clara y expresa ila 'oresponsabilidad directa deil Estado'',
al dispoRcr [a comentada norma que; er¡ $os oasos del
artículo 1644 ye aitado, "El Estado, las institueiones
descentralizadas de[ Estado y el Municipio son
responsables euando el daño es eausado por conducto
del funcionario a quien pr,opiamente corresponde la
gestión practieada, dentro de[ ejercicio de sus
funciones"" Al haeer responsables direetos al Estado, a
las instituciones descentralüzadas defl Estado )/ a los
Munieipios, esta disposieión, no hace ninguna distinción
en cuanto a categorias, ó 'tipos de funcionarios o
servidores públicos. Unicamente exige como
requisitos: la producción de uR daño; que e[ daño
sea causado por el funcionario a quien propiamente
le corresponda [a gestión ,practieadan FOF aeeién u
omisión culposa o negligents, v, que dicha gestién
se realiee dentro del eiereicio de sus fune ioJtes.. 

"

Esto significa, que s[ la actividad jurisdicciona[ o de
administran justicia se presta de u'nanera defectuosa o
deficiente, de nnodo que de su prestaeién nesulte uR
perjuicio o Ltn daño a una o arnbas patres del proceso, la
responsabilidad será exigible mediante una acción
directa ante [a Jurisdicción eontencioso-Administrativa
que, €fi nuestro medio, es ejercida por la Sala Tercera
de la eorte Suprema de Justieia.
En caso de que el daño se cause como resultado de
la comisión de un delito sobre su autor reeaerá fla

responsabilidad que del mismo se derive y e! Estado
responderá subsidiariamemte si el delito lo eomete el
funcionario público con motivo del desempeño de
su cargo."

Ahora bien, establecido que estamos frente a la responsabilidad civil

derivada del delito, donde el Estado, está llamado a responder de forma

solidaria, como garante de la indemnización del daño causado por el agente o

servidor público, y de forma directa por la misma causa, es necesario acotar

que en el presente proceso se encuentra.acreditado que el hecho generador del

daño cuya reparación se solicita, es el delito de violación carnal en modalidad



agravada en perju¡cio de la menor M.M.A.F, cometido por dos miembros

juramentados de la Folicía Nacional, e[ entonces Subteniente Juan Fablo Garcfa

Herrera y el Cabo Segundo Daniei Enrique Santos Herrera, cuando se eneontraban

en el ejercicio de sus funciones efl día 7 de septiembre de 2a12, y que como

consecuencia fueron declarados penalmente por [a Juez de Garantías de [a

provincia de Coclé, quien los declaró responsables por e[ delito de violación

agravada en perjuicio de la nnenor M.M.A.F mediante Sentencias No. 317 de 22 de

septiembre de2014 y No.434 de 19 de diciembre de2014, a través de [a eual se [e

condena al señor Daniel Enrique Santos,[-lenera a sesenta rneses (60) de prisión,

como cómpllce primario del delito de violación agravada, pena que fue reemplazada

por servicio comunitario que se debía hrindar en el Centro de Salud de Rlo Hato de

Antón, Sección de Mantenimiento, los días jueves en horario de 7:00 am a 3:00 pm,

y al señor Juan Pablo García, como autor del precitads delito, en donde se [e

condena a ochenta y cuatro (84) meses de prisión, como pena principaly eineo (5)

años de inhabilitación para el ejereieio de funciones públieas.

Por consiguiente, la responsabilidad patrimonial exigida a[ Estado es de

naturaleza extracontractual, situación acorde con [a causa de pedir de ta parte

actora que se encuentra fundada en que se ha cometido uln delito por un senridor

público en el ejercicio de sus funciohés, b que Ros ileva a[ négimen de

responsabilidad civil del Estado derivada deü delito, estableeida en el artículo 129

del Código Penal de 2007, vigente a la fecha en que ocur¡'ió el delito de violaeién

agravada, del cual se,deriva la obligación exigida, que contempla dieho principio

para aquellas personas que resulten deelaradas aulpables, supuesto que se

extiende solidariamente at Estado de la siguiente manera:

"Artículo 129. Los autores y los partlcipes están
obligados solidariamente al pago de los daños y
periuicios. También están obligados solidariamente con
los autores, y los partícipes del hecho punible, al pago
de los daños y perjuicios, las personas señaladas en el
artículo 1645 del Código Civil."

En ese orden de ideas elartículo t0¿5 Ae¡Código Civilestablece lo siguiente:
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'Artículo 1645: La obligación que impone elartículo 1644
es exigible no sólo por los actos u omisiones propios,
sino por los de aquellas personas de quienes debe
responder...
El Estado, las instituciones descentralizadas del estado
y el Municipio son responsables cuando el daño es
causado por conducto del funcionario público a quien
propiamente corresponda la gestión practicada, dentro
del ejercicio de sus funciones.
El Estado, las instituciones descentralizadas del
Estado y el Municipio son responsables cuando el
daño es causado por conducto del funcionario a
quien " propiamente corresponda la gestión
practicada, dentro del ejercicio de sus funciones.
Son por último, responsables los maestros o directores
de artes y oficios respecto a los perjuicios causados por
sus alumnos o aprendices, mientras permanezcan bajo
custodia.
La responsabilidad de que'trata este artículo cesará
cuando las personas de derecho privado en él
mencionadas prueben q-ue emplearon toda la diligencia
de un buen padre de familia para prevenir el daño." (lo
resaltado es de la Sala).

Reclamo del daño

Para ello lo primero que debemos manifestar es que el daño ha de

entenderse, como la lesión definitiva a un derecho o a un interés jurfdicamente

tutelado de una persona. Sin embargo, eldaño objeto de la r:eparación sólo es aquel

que reviste la característica de ser antijurldico. En este sentido, el daño sólo

adquirirá el carácter de antijurÍdico y en consecuencia será indemnizable, si cumple

una serie de requisitos como lo son, el de ser personal, cierto y directo.

En cuanto aldaño seguimos aljurista Colombiano Juan Carlos Henao quien

nos enseña que los elementos constitutivos del daño son: (1) la certeza del daño;

(2) gl carácter personal, y (3) directo. El carácter cierto, como elemento constitutivo

del daño cons¡ste en que sea un

específico. La ex¡stencia es entonces

perjuicio actual o futuro no hipotético sino
'¡'

la característica que distingue al daño cierto.
ir!

De igual forma, para que el daño se corls¡dere existente es indiferente qr¡e sea

pasado o futuro, pues el problema será siempre el mismo: probar la certeza del

perjuicio, bien sea demostrando que efectivamente se produjo, bien sea probando
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que, ef perju¡c¡o aparezca como la prolongación cierta y directa de un estado de

cosas actual 1 
.

Se considera como tal, la afectación, menoscabo, lesión o perturbación a la

esfera personal [carga anormat para et ejercicio de un derecho o de alguna de las

libertades cuando se trata de persona natural) , a la esfera de actividad de una

persona jurídica (carga anormal para el ejercicio de ciertas libertadesl, o ¿ ta esfera

patrimonial [bienes e intereses], que no es soportable por quien lo padece bien

porque es irrazonabte, o porque no se compadece con la afirmación de interés

general alguno 2.

Así pues, daño ant'ljurídico es aquél que la persona no está llamada a

soportar puesto que no tiene fundamentg,,en una norma jurídica, o lo que es lo

mismo, es aquel que se irroga a pesar de que no exista una ley que justifique o
i-

imponga la obligación de soportarlo 3.

Es importante aclarar que la antijuridicidad no depende de la licitud o ilicitud

de la conducta desplegada por la Administración, sino de que se exceda de las

cargas que normalmente debe soportar el individug en su vida social.

Manifestamos estas consideraciones doctrinales y jurisprudenciales para

motivar nuestra decisión de fondo, por considerarlas necesarias para nuestra

jurisprudencia patria, veamos el caso objeto de análisis:

En el negocio bajo estudio tenemos que señalar en primera instancia que sl
;

existe la obligación de indemnizar, la misrna nace del daño ocasionado a la menor

M.M.A.F, por los miembros de la Policía Nacional, Subteniente Juan Pablo García

I HENAO, Juan Carlos, El Daño- Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del
Estado en derecho colombiano y francés, Universidgd Externado de Colombia, Bogotá, 2007, p.131

2 Puede verse citado en: Colombia, Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 5 de julio de2012,
expediente 31148. Po. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.

3 Colombia, Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 5 de julio de2012, expediente 31148. Po.
Jaime Orlando Santofimio Gamboa
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Herrera y el Cabo Segundo Daniel Enrique Santos Herrera, hecho ocurrido en el

distrito de Penonomé, Provincia de Goclé.

Siendo los señores GARC|A Y SANTOS dectarados penalmente

responsables, surge para la Policía Nacional (Estado Panameño) responsabilidad

solidaria, de conformidad con lo que regula el artículo 129 del Gódlgo Penal, en

vigencia cuando ocurrió el accidente y se resolvió la causa penal.

Las constancias en este expediente revetan a prima facie que estamos ante

un caso claro de justicia que requiere reparación, ya que la demandante

experimentó perjuicios por raz6n del delito de violación agravada delque fue objeto

por parte de dos funcionarios públicos que laboran en la POL¡CÍA NACIONAL, tal

cuatfue establecido en pronunciamiento judicial en firme.

Determinación de la responsabilidad del Estado (nexo causal)

En este sentido, hay nexo causal o se reputa responsabilidad al Estado o

Administración, por el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso, cuando et

funcionario haya causado un daño en el ejercicio de su función o con ocasión a su

función, pero extralimitándose, o no cumpliendo cabaly legalmente ésta.

En relación al nexo causaltenemoS que la Sentencia de 25 de febrero de

2000, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, hizo referencia al nexo de

causalidad en los siguientes términos: 
:

"Cuando se habla de la relación de causalidad como
presupuesto de la responsabilidad, lo que debe
entenderse es gue el actuar de quien esté obligado a
indemnizarhaya sido la causa de la ocunencia deldaño,
o sea, que entre el comportamiento del agente y el
daño acaecido exista una relación de causa a efecto"

Esta postura bien pudiera ¡esumirce en lo siguiente:
Para que una persona sea r€sponsable de un daño
es necesario concluir que, de no haber sido por la
conducta de dicha persona, el perjuicio sufrido por
el demandante no habría ocurrido, En otras
palabras, la conducta del demandado tendrla que
constituir la condición necesaria, real o eficiente del
daño del demandante...,'

:

ww
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Para estos efectos es necesario establecer si la actuación del funcionario

responsable (dañosa), en este caso producto de un delito, tiene o no nexo con el

servicio que debía prestar o con las funciones a las cuales fue encomendado, a fin

de determinar si la administración (El Estado) tienen el deber de responder

solidariamente por los daños y lesiones causadas (daños materiales y morales) o si

contrario sensL! . nos encontramos frente a la responsabilidad personal del

funcionario que excluiría al Estado como garante de la indemnización del daño

causado.

Ahora bien, establecido que estamgs frente a la responsabilidad civil derivada

del delito, donde el Estado está ltamado a responder de forma solidaria, como

garante de [a indemnización del daño causado por el agente o servidor público, ya

que en el presente proceso se encueltra acreditada la causa a través de las

sentencias Nlo. 317 de22 de septiembre de 2014 y No.434 de 19 de diciembre de

2014; así como [a determinación de la responsabilidad penal de los señores

GARCÍA y sANTos, servidores públicos al momento del hecho y que se

encontrabaR eR elejercicio de sus funciones, situación acreditada en tas Sentencias

de referenc¡a.

La condición de servidores

los señores GARCíA y SANTOS

conducta remitido por la Policía

:

públicos en pleno ejercicio de sus funciones de

también queda acreditada con el Informe de

Nacional que reposa de fojas 20 a 22 del

expediente.

Ante estas circunstancias, el Estado se encuentra llamado a responder

patrimonialmente por los daños causados a la menor M.M.A.F, por parte de los

servidores públieos que laboraban en la Policía NacionalJuan Pablo Garcla Herrera

y Daniel Enrique Santos Herrera, por et Oei¡to de violación agravada, en virtud de la

comprobación del daño causado, la conducta antijurfdica y culpable y el nexo causat

probado ampliamente en el expediente de marras.

De la indemnización
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Ahora bien, el principio fundamental del derecho a la indemnización es el

resarcimiento económico, pago o compeRsacién por un daño o perjuicio causado

De allí entonces que eljurista Fernando Hinestroza en su obra Responsabilidad

Extracontractual: antijuricidad y culpa, ha señalado que "et daño es la razón de

ser de !a responsabilidad, V Por ello, es básica la reflexión de que su determinación

en sl, precisando sus distintos aspectos y su cuantla, ha de ocupar el primer lugar,

en términos lógicos y cronológicos, en la labor de las partes y eljuez en el proceso.

Si no hubo daño o no se puede determinar o no se le pudo evaluar, hasta allí habÉ

de ffegarse; todo esfuezo adicionat, relativo a la autorlay alacatificación moralde

la conducta de autor resultará necio e inútil.a

En ese sentido, el autor Karl Larenz, en su obra Derechos de daños ha

manifestado que, el daño es "...e1 menoscabo que a consecuencia de un

acaecimiento o evento determinado sufre una persona ya que en sus bienes vitales

o naturales ya en su propiedad o en su pat¡imonio.',5

De lo anterior se desprende que, el'daño resarcible como el menoscabo que

se experimenta en el patrimonio por el detrimento de los valores económicos que lo

componen (daño patrimonial o materiat), y también la lesión de sentimientos, al

honor o las afectaciones (daño moral).

La parte actora cuantifica los daños morales o psicológicos sufridos por la

menor M.M.A.F en cuatrocientos mil balboas (8/.400,000.00) de indemnización por

la depresión causada, sentimientos de inseguridad entre otros sufrimientos, según

informes Psicólogo Forense que consta denho deldossierde ta comentada Carpeta

Penal. En materia de daño físico o en su anatomla corporal, la suma de

cuatrocientos cincuenta mil balboas (8/.450,000.00), por la vejación o violación

carnal no consentida, que se caracterizó por intimidación, coerción, superloridad

a Citado por Juan Carlos Henao, en su obra El Daño, Universldad Externado de
Colombia, Segunda lmpresión, Colombia, 2007, página 36.

5 Citado por Aleiandra D. Abrevaya, en su obra El Daño y su Cuantificación Judicial,
Editorial Abeledo Perrot s.A., segunda Edición, Argentina, 2011, página 6.
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corporal, antes de ser sometida violentarnente a una violación propiamente dicha,

donde se dieron los dos (2) presupuestos jurÍdicos, a saber, intimidación y violencia

en la persona eomo tal. :

En este sentido la normativa referente a los daños morales y materiales es la

siguiente: ' 'j :

"Artículo 1644: El que por acclón u omisión causa daño
a otro, interviniendo culpa o,Regligencia, está obligado
a reparar el daño causado.

Si [a acción u omisión fuere imputable a dos o más
personas cada una de ellas será solidariamente
responsable por los perjuicios causados."

"Artículo 1644a: Dentro del daño causado se
comprende tanto los materiales como los morales.

Por daño moral se entiende la afectación que una
persoRa sufre en sus sentimientos, afectos, creencias,
decoro, honor, reputacién, vida privada, configurac¡ón
Y aspectos físicos, o bien en la cons¡deración gue de
sí misma tiene los demás. Cuando un hecho u omisión
ilícitos produzcan un daño ü"noral, el responsable del
mimo tendrá la obligación de repararlo mediante una
indemnización, con indepemdencia de que se haya
eausado daño material, tanto en materia de
responsabilidad contractual, pomo extracontractual. Si
se tratare de responsabilidad contractual y existiere
cfáusula penal se estaría a lo dispuesto en esta."

"Articulo 1645: La obligación que impone el Artículo
1644 es exigible no sólo por los actos u omisiones
propios, sino por lo de aquellas personas a quienes se
debe responder.

El padre y la madre son responsabtes solidariamente
de los perjuicios causados por los hijos menores o
nneapaces que están bajo su autoridad y habiten en su
compañía.

Lo son igualmente los dueños o directores de
establecimientos o empresas respectos de los
perjuicios causados por sus dependientes en el
seruicio de los ramos en que los tuvieran empleados,
o con ocasión de sus funciories.

El Estados, las lnstituciones descentralizadas del
Estado y el Municipio son responsables cuando el
daño es causado por conducto del funcionario a quien
propiamente corresponda la gestión practicada, dentro
del ejercicio de sus funciorles.

Son, por último, responsables los maestros o
directores de artes y oficios respecto a los perjuicios
causados por sus alumnosi o aprendices, mientras
permaRezcan bajo custodia. '
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La responsabilidad de que trata este artículo cesará
cuando las personas de derecho privado eR él
mencionadas prueben que emplearon toda ila

diligeneia de un buerr padre de familia para prevenir el
daño.tt

Tal como ha quedado expuesto en lfneas precedentes, el artículo 1644-A de!

Código Civil, establece los supuestos que deben tomarse en eucnta al momento de

determinar el monto de la indemnización y en ese sentido señala que se deben

apreciar "los dereehos lesionados, el glado de nesponsabilidad, 
,. 

!a situación

económica del responsable y !a de la vlctima, así como las demás oircunstancias

del caso".

Bajo ese marco de ideas, cr] cuanto al elemento de preseneia de un daño

directo, cierto y suseeptible de ser cuantifleado, la Sala observa que en nnateria de

daños físicos y emocionales sufridos por la rnenor M.M.A.F, la auantfa de la

indemnización pretendida por üos actores'ta señalan en la suma de ochocientos

cincuenta mil balboas (8/.850,000.00), en concepto de indemnización por daño

moral, no reclamando asi los daños materiaies.

Sin embargo, frente a lo pedido la actora debe saber que toda auantla que

manifiesta el peticionario debe probar eém9 se genera; de alll que sea a la parte

demandante, en virtud del principio según elcuai a las partes les incumbe demostrar

los hechos y atjuez dispensar el derecho, o sea el onus probandi contemplado en

nuestra legislación en el artículo 784 del Gódigo Judicial que a la letra dice: "lncumbe

a las partes probar los hechos o datos que constituyen elsupuesto de hecho de las

normas que le son favorables", debió probar los daños materiales y morales sufridos

la parte actora, de acuerdo a lo establecido en nuestra legislación, a fin de que los

mismos le fueran resarcidos, situación que no ocurre en el negocio jurídico en

cuestión, recordando, que la carga procesal definida como " la condición que

establece la ley de ejecutar determinados actos procesales si se desea lograr ciertos
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propós¡tos"6, le coffesponde en este casCI, a quien solicita a esta Corporación de

Justicia le sean resarcidos los daños y perjuicios ocasionados por el Estado.

La carga de la prueba, implica la obligación que tiene una parte de conseguir

la prueba; Además ese es un deber de las partes y sus apoderados y cuando no

aparece probado el hecho, ello permite que eljuez no pueda otorgar la pretensión

de quien pide; pues ello, se resume en esa frase romana onus probando incumbit

actori, es decir ta carga de la prueba le incumbe alactor.

No obstante lo anterior, a pesar de que ciertamente existe un daño cierto,

probado y un monto reclamado, y tomando en consideración que la parte actora no

presenta suficiente prueba idónea que pueda corroborar la cuantfa de los daños

materiales, los mismos no pueden ser tasados, sin embargo de las constancias

procesales contenidas en antecedentes judiciales puede evidenciarse un daño

moral sufrido por la menor M.M.A.F, acreditado mediante Ofieio No.IMELCF-AG-

Coclé-Spsic-01-009-2013 de 1 de mayo'de 2013, que contiene la evaluación

psicológica practicada a la menor M.M.A.F, realizado por la Unidad de psicologla

Forense del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Agencia de coclé, en

el cual concluyó:

"Conclusiones: .Por los datos que dispongo, puedo
concluir que:

M.M.A.F presenta un historiat de probfemas de
conducta, caracterizados por rebeldía, inestabilidad
emocional, dificultades académicas y fugas del hogar,
que estuvieron asociadas a un cambio éstresants en
su v¡da personaf, como lo representó la separación de
9us progenitores, y que por Iós datos recabados por et
familiar requirié en su momento de atención
ps¡cológica. Basándome en la historia clinica recabada
sobre la evaluada y los datos; aportados por et familiar
y algunos informes psicosociales que fueron incluidos
en la carpetifla legal, puedo CIoncluir que la evaluada
presentó una reacción psicológica asoc¡ada a un
evento estresante, que estuvo caracterizado por
síntomas emocionales de triste zd, labilidad al llanto,
insomnio y un mafesta¡' emocionat general. Sin
embargo, €h fa actuafidad no evidenáa síntomas
psicopatofógicos coherentes con un trastorno mental

] rao_rega Jorge y Guestas carlos, suplemento
Penal, Editora Jurídica panameña, panam á,2oo1,

del Diccionario de Derecho procesat civil y
página 37.
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específ¡co, apenas se describen síntomas aislados yde baja intensidad, argunos de ros cuares incrusó
encontramos en estado de remisión, es decir con
mejorla parcial en relación a,,pu estado inic¡ai; 

- -

Estos factores constituyen una herramienta de ayuda para la formación del

criterio deljuez, el cual debe basarse esencialmente en el principio de la sana crltica,

toda vez que goza de amplios poderes discrecionales en materia de tasación de

daños y perjuicios.

En cuanto a la fijación del monto indemnizatorio por daño moral, la

jurisprudencia de esta Corte ha señalado'de forma reiterada que su determinación

debe hacerse de conformidad con 1", prueU"s aportadas por el damnificado.

Sobre el daño moral

fastimosamente ya fallecido

"Jurisprudencia de fa Corte

siguiente: : ;

el ex magistnádo de la Corte Suprerna de Justicia,

Doctor Eligio A. Salas, er su ponencia titulada

Suprema ds Justicia sobre Daño lUtoral", señaló to
- .ll

"..'En cuanto a la reparación def daño se indica: ,,..... 
En

fa reparación del daño morat se conjugan o sintetizan fa
naturaleza resarcitoria que para fa víctima tiene fa
reparación, con fa natu raleza sanc¡onatoria que con
respecto del ofensor le impone a éste el deber de repararlas consecuencias del acto ilícito del cual es
resp9nsabfe. También es c¡erto que la reparación def
agravio o daño moral debe guardar relación con la
magnitud del per¡uicio, e¡ dolor o la afección gue
haya causado' sin dejar de tomar en consideración
ef factor subjetivo gue pe¡do haberfe setv¡do de
inspiración al ¡nfractor cuando comet¡ó ef ilícito. Son
esos fos factores recogidos por el artícufo 1644A del
Código Civif cuando señala:

'El monto de Ia indemnización lo determinará el juez
tomando en cuenta los derechos lesionados, el
grado de responsab¡lidad, la situación económica
del responsable, y ta de la víctima, así como las
demás c¡rcunstanc;as del caso . 

-

Encontrar una adecuada proporción o equivalencia
entre fa reparación y el daño tratándose de la
afectación de bienes extrapatrimoniafes ofrece,
como es natural, serias dificultades y ex¡ge defjuzgador poner en juego sus facuftades
discrecionales de la manem más seria y prudente
posible. Para, come nzar , se debe coñsiderar la

.t
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gravedad objetiva de la ofensa y la extensión palpable
del agravio. En ese sentido no puede pasar inadvertido
que en el presente caso la difamación alcanzó niveles
nacionales de divurgación, hasta er punto de que no es
extraño ni exagerado pensar que las acusaciones
hechas contra er demandante continúan siendo hoy
consideradas por muchas personas como ciertas y
verdaderas."

Con respecto a lo que debe probarse en materia de daño morat, sigue

señalando eljurista Hugo A. Gárdenas Villarreal, op cit., que en nuestro ámbito, a

pesar de que el concepto primogénito de daño moral sigue muy arraigado, la

doctrina y la jurisprudencia empiezan a dar cabida a un concepto amplio de daño

morai, donde además del tradicional pretium doloris, encuentran acomodo otras

categorlas como,h lesión a derechos o bienes de la personalidad, u otras más

modernas, como el perjuicio estético o la pérdida de la chance.

En sentencia de 19 de agosto de 2008, esta Corporación de Justicia indica

lo siguiente:

"... Luego del examen de las consideraciones
expuestas en el fallo impugnado sobre los medios de
prueba que s¡rvieron para demostrar el daño moral que
sufriÓ el demandante, a julcio de esta Corporac¡ón
resulta acertado el análisis y la conclusión a la que
arr¡bó al respecto, ya que a¡ haberse acreditado la
lesiÓn que sufrió la víctima del acc¡dente, consistente
en la pérdida de su ojo derecho, sin fugar a dudas
!'ecae en Su configuración )/ aspecto físico, lo que
obviamente se traduce en la afectación de sus
sent¡mientos psíquicos, tanto en su yo interno
ocas¡onándole sentimientos desagradabies (como
tristezd, preocupac¡ón, angustia, intranquil¡dad,
desasosiego, fracaso, ffl?l humor, cólera, entré otros)
así como también los tlamados sentimientos de
autovaloración y ex valoración, los primeros a lo
referente alacons¡deración que tiene la persona sobre
sí mismo (vergüenza, culpa etc...) y los segundos
relativos a la consideracién que tienen los térceros
sobre su persona (como repugnanc¡a, respeto,
lástima).

En jurisprudencia de esta Sala se ha dicho que en estos
casos de lesiones físicas, los medios de prueba que
acreditan la severidad y magnitud del tamaño o trauma
físico, constituyen al mismo tiempo la prueba del daño
moral, ya que constituyen. una alteración de su
configuración Y aspecto físico, por lo que
necesar¡amente tiene que afectarse negativamente sus
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emoc¡ones y sent¡mientos.psíquicos. En este sentido en
fallo de 16 de junio de 1999; la Corte dijo:

Sobre la prueba de dañoi''moral se dijo en aquella
sentencia:

"Pero, encima de lo quql h"y.n dicho los peritos
empleados en el esfuerzo de demostrar que se produjo
un daño moral en perjuicio de la parte demandante, es
mucho más importante dejar,sentado el criterio de que,
cuando el agravio moral consiste en la violación de
cualquiera de los derechos de la personalidad de un
sujeto, la mera demostración de la existencia de dicha
transgresión constituirá, af mismo tiempo, la prueba de
la existencia deldaño moralocasionado. La prueba det

hégho dañoso...." (ver Registro ¡uaic¡al Oe enero-Oe
1998. Sentencia fechada 26 de enero de 1ggg,
Demetrio Basilio Lakas contra Diamantis papadimitri).

lVer registro judicial de junio,de 1999, sentencia de 16
de junio de 1ggg, caso: Tom Scott y Brenda Scott
recurren en casación en el proceso ordinario que les
sigue €UGENE BARNES en representación de su
menor hija APRTL BARNES). 

,

",..

Así las cosas, considerando que la prueba del daño
moral surge o aflora, inmediatamente, de los hechos
que co¡stituyen la actividad'ofensora, pues el daño

dañoso, como se sostuvo en el faiio-láGlio,
debemos concluir para efectos del caso que nos ocupa
que los informes y las declaraciones de los facultativos
de la medicina y del centro Hospitalario que tuvieron a
su cargo la curación y el cuidado det demandante
lesionado, que obran en autos y que fueron destacados
por el Ad Quem, constituyen en plena prueba el daño
moral que sufrió el actor, punado al informe de la
trabajadora social que alude específicamente al efecto
psicológico la pérdida del ojo en el joven ALBERTO
CASTRO WRIGHT.

En atención a lo que se deja expuesto, el cargo que se
atribuye al fallo de segunda instancia no prospera, por
ello la corte procederá a no casar dicha sentencia" (ver
en registro judicial de mayo de 2003 sentencia de la
Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, fechada 30 de
mayo de 2003 caso: Coca Cola de panamá Compañía
Embotelladora, S.A. recurre én casación en el pró."ro
ordinario que le sigue Alberto Castro Wright).
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Sabemos que en estos casos, cuando de la reparación
del daño moral se trata, entran en juego la natu raleza
resarcitoria que para la víctima tiene la reparación, con
la natu raleza sancionatoria que con respecto al ofensor
conduce a que sobre este recaiga la obligación de
indem nizar las consecuencias def ácto ilícito def cual es
responsable. El iuez. qor 'su parte. está facultado

nda. En
esta tarea no hay dudas que puede ser de mucna ayuda

eda

rel
gxoediente v Io que le aconseia ta exper¡encjg" (ver
registro judicial de junio de 1999. Sentencia de 16 de
junio de 1999 expedida por la Safa Civil de la Corte
Suprema de Justicia caso: Tom y Brenda Scott -vs-
Eugene D. Barnes).

La citada línea jurisprudencial reconoce también que, a falta de elementos

que ayuden a precisar el monto de dicha reparación, el Tribunal puede de forma

discrecional, razonabte y fundada, adentnarse a

aquellos factores o elementos que surjan en autos.

su fijación tomando en cuenta

En la jurisprudencia comparada se exige que para la tasación y lqu6ación

delperjuicio moralelTribunaldebe motivarsu decisión examinando ta demostración

del parentesco de la víctima y de los familiares reclamantes, respecto de los que

puede aplicarse las reglas de la experiencia, con base en las que cabe inferir que la

muerte, lesión, entre otros hechos, afectan a la vlctima y las personas que

conforman su nricleo familiar produce r:n profundo dolor, angustia, aflicción,

desasosiego, desesperación y congoja, puesto que dentro del contenido del

derecho a ta personalidad está el de hacer parte de una familiaT, espacio básico de

7 "Las.reglas de laexperiencia, y la práctica cientffica han determinado que en la generalidad, cüandop e9tá ante la pérdida.d" ql ser querido, se siente aflicción, to qre genera et proceso de duelo.RazÓn por la cual la sala rgiterg la'posición-asumida por la Corporación en la sentencia de l7 dejulio de 1992 donde sgbre gl.o.articular,.y con fundamenio 
"nl" 

constitución, se analizó et tópico, asl:'En punto tocante¡óon perjuicios moralés, hasta ahoia s" venlan aceptando que estos se presumenpara los padres, para los hijos y los cónyuges.entre sf, mientrai qre para los hermanos era necesarioacreditar la existencia. de especiales- re-laciones de fratem¡oáá, o sea, de afecto, convivencia,colaboración y auxilio mutuo, encaminados a llevar al fallador lá convicción o" qu" ré bs causaronesos perjuicios resarcibles. (...) "La familia. para fines oe las controversias ináemnizatorias, estáconstituida por un grupo de personas naturales, unidas poiurncrlor de parentesco naturalo jurídíco,
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la sociedads, constituyéndose la familia en un criterio elemental y necesario para

liquidar el perjuicio moral, ya que de la prueba que obre en ta cuadernación se debe

poder establecer la conformación de la misma, el roldesempeñado por la víctima a

su interior, ta definición de las retaciones'entre la víctima y los miembros de la

familia, la convivencia o no que existía, si'se trataba de una familiá m'onoparental,

multiparental, compléja, difusa o abierta.

Sobre el particular, eljurista Jorge Bustamante Alsina (Ieoría General de la

Responsabilida'd óivil, novena edición, eiit. nb"rcOo-perrot, p.2a7)pone de relieve

la necesldad de recurrir a indicios reveladores en virtud de tos cuales resulta

presumible el daño morat en ciertas clncunstancias, como a continuación se

expresa:

"Para probar el daño moral e$"T, su existencia y entidad no
es necesario aportar prueba eiirecta, lo cual es imposible,
sino que el juez deberá apreciar las circunstancias del
hecho lesivo y las calidades morales de la víctima para
establecer objetiva y presun'tlvamente el agrav¡o moral
en la Órbita reservada de la nntimidad del sujeto pasivo.
No creemos que el daño nnoral debe ser obieto de
prueba directa pues ello resulta absolutamente

por lazos de consanguinidad, o factores civiles, dentro de los tradicionales segundo y primer grados
señalados en varias disposiciones legales en nuestro medio. "Asf las cosas, rá óorpóración varfa suanterior posiciÓn jurisprudenciat, pues ninguna razón para que en un orden ¡üsto se continúediscriminando a los hermanos, vfitimas de daños morales, pór et hecho oe quá no obstante serparientes en segundo grado, no demuestran la solidaridaá'o atécto n"ltr rüv tlueridos, para
indemnizarlos. Hecha la corección jurisprudencial, se presume que el oano anl¡uiüico inferido auna persona, oausado por la acciÓn u omisión de las autoridades'ptlblicas g"neá OóOr y aflicciónentre sus parientes hasta el s_eg_undo grado de consanguinidad y primero civ¡L Váiáñ ascendientes,descendientes o colaterales'. sección Tercera, senténcia de-1'5 de octubre de 2008, expediente
18586.

' "4.2,Amparada en la doctrina especializada, tarnbién la jurisprudencia constitucional ha señalado
que el.surgimiento de la familia se remonta a la propia ex¡stentia de la especie humána, razón por
la cual se constituye el'la expresión primera y'furidamental de la naturaleza social del hombre".
Bajo esta concepción, la familia es coñsideradá un "presupuesto ¡e ;;is6;¡al rélitirio"d de taorganización sociopolftica del Estado, lo que entrañ'a paia éste la responsaU¡iaafi prioritaria deprestarle su mayor atención y cuidado en aras de preservar la estructura famitiar, ya qre ,[e]s lacomunidad entera la que se beneficia de las virtudes que se cultivan y afirman én'él ¡nterior de lacélulafamilialy es también la que sufre grave daño a rálzde los vicios y oesoroenáslue altf tengan
origen". 4'3. En Colombia, la Asambbá Nacional Constituyente Oe 1'g9i no á"ojid h propue-sta
formulada por el Gobierno de asignarle a la familia- un atcañcJ iuramente asistenáal y se decidió,en cambio, por reconocerle el carácter de pílar fundamental dentro oe ra oigánizat¡on estatal,
asociándola con la primacfa de los derechos inatienables de la persona humana ielevando a canon
constitucional aquellos mandatos que propugnan por su preservación, respétó yárparo. De este
modo, la actual Carta Polftica quedó alineada con la concepción univeréalqüe Oeñnáiáfar¡lia.omo
una institución básica e imprescindible de toda organizáción sociat, h buaL ¿éOé ier objeto deprotección especial' 4.4. En efecto, el derecho iñternacional, en las declaraciones, pactos y
convenciones sobre derechos humanos, civiles, sociales y cuftuÉles, se refiere a la iam¡¡¡a como,,elelemento.l.atulal y fundamental de la sociedad" y le ásigna a los estados ¡l á ¡" sociedad laresponsabilidad de protegerla y asistirla (...)". Corte Constituiionat, C=Biláá g Ot ág*to de 2005.

NW



imposible, dada la índole del mismo que reside en los
más íntimo de la personalidad, aunque se manifieste a
veces por signos exteriores que pueden no ser su
auténtica expresión. Na{ie puede indaqar el espítitu
de otro tan profundamente cono para po@r
con certeza la existencla v h intensidad del dofoi. fa
verdad de un padecimie'nto, la hdad de Ia
angustia o de Ia decepcién"l'

Tomando en consideración que la indemnización de daños y perjuicios debe

comprender todos los perjuicios sufridos por la víctima, y tiene por objeto, reponer

en la medida de lo posible las cosas a su estado anterior, teniendo en cuenta que

tratar de reponer los daños morales, físicos y psicológicos causados a la menor,

producto del delito de viotación agravada del que fue objeto.

Los daños físicos pueden referirse al conjunto de afectaciones físicas y daños

severos e irreversibles en muchos casos, que sufre ta víctima en su soma o

estructura corporal, por consecuencia de un hecho itícito.e

Tal como lo señala Javier Tamayo Jaramillo en su obra Tratado de

Responsabilidad civil, en el cual hace arusión a que: ,1odo asunto de

responsabilidad civil, en el fondo, consiste en una obligación en la cual et

responsable es eldeudor, la vlctima, el acreedor, y el objeto es la indemnización, la

cual no consiste, en principio, en una suma de dinero sino en un valor, pese a que,

comúnmente, está destinada a ser pagada en dinero,,.

En ese orden de ideas, acota Alejandro Gaviria Gardona, en su libro

Manual de Liquidación de Perjuicios Patrimoniales que "el valor viene medido

por su finalidad, que consiste en que el deudor repare a la vlctima. El objeto es tratar

de dejar a la víctima en la situación más iercana posible a la que se encontiaba

antes se sufrir el daño, aunque en la mayoría de los casos, se logre pagando una

suma de dinero."

Los daños morales sufridos por larmenor, considera esta Sala deben ser

estipulados en la guma de cien mil balboas (B/.100,000.00), en base a los perjuicios

e BENAVENTE Hesbert, El daño moral en elsistema acutator¡o, Editorial Flores, México, página 21.
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psicológicos y las secuelas que ellos conllevan por verse la menor M.M.A.F,

afectada su dignidad humana, su integridad como ser humano, perjuicios que han

sido ampliamente documentados a través de la doctrina, y teniendo en cuenta que

éstos son de diffcil reparación y que pueden durar de por vida.

Una vez examinado el material probatorio y de conformidad con ta sana
'

crítica, la sala concluye que en el presente caso resutta procedente cuantificar et

daño físico y moral en la suma totat de cien mil balboas (B/.1o0,ooo.o0), habida
:

cuenta que, han sido acreditadas en el dossier las secuelas fisicas, psicológicas y

morales que resultan propias del ilfcito cometido por los ex miembros de la policía

NAC|ONAI JUAN PABLO GARCÍA HERRERA Y DANIEL ENRIQUE SANTOS

HERRERA, en contra de menor de edad M-M.A.F.

En consecuencia, la Sala Tercera' de la Corte Suprema, administrando

justicia en nombre de ra Repúbrica y por autoridad de ra Ley, GONDENA AL

EsrADo PANAMEÑo leoticía Nacional) a indemnlzar por la suma de cien mil

balboas (B/.100,000.00), a RUTH MAtsELA FLORES ApARrcro (madre de ra

entonces menor M.M.A.F) por los daños y perjuicios causados (daño moral) en

virtud del delito de violación agravada ocasionada por los entonces miembros de la

Policía Nacional, Juan Pablo García Herera y Daniel Enrique santos He6era.

Notifíquese;

ABEL AUGI.JS
MA

fidH

ry *80, üWl*rwtt
C EC I LIO."'C EDALIS E P.IQU ELME

MAGISTRADOJ

ROSAS
RETARIA

ozArutoRANO
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ENTRADA No.411-15 IV1AGISTRADO PONENTE ABEL ZAMORANO
DEMANDA CoNTENcloSo ADMINISTRATIVA DE ltloe¡¡¡llzRCtóN PoR oRñOs y pERJUtctoS,
INTERPUESTA PoR EL LlcENclADo LEoNEL cABALLERouIóñieiro, EN NoMBRE y REpREsENTActóNDE RUrH MABELA FLoRES tl{Rlglg 0/ISDRE oeü n¡eÑóC'rtn}leeLlNe u. Áoulrnil FLoREs), pARAQUE sE CoNDENE AL59ltP.9-e4rynryEÑo, poR ltlieRrvleóiÁñió oE m poucfA NAcroNAL, AL pAGoDE ocHoclENros clNcuENrA r¡rr- eÁLBba5 iei.'sóó.óoó.bói,-eru coNcEpro DE DAño Ffsrco ocoRPoRAL, MoRAL Y PsIcoLÓGIco.

LUIS RAMÓNJFABREGA S.

A pesar de estar de acuerdo con que se condene al Estado panameño (policía

Nacional), a indemnizaf aRUTH MABELA FLoREsApARlClo (madre de la entonces

menor M' M' A' F.), por los daños y perjuicios (daño moral) causados en virtud del

delito de violación cometido por los entonces miembros de la policía Nacional, Juan

Pablo García Herrera y Daniet Enrique Santos Herrera, respetuosamente debo

manifestar que, difiero en cuanto al monto indemnizatorio que el Estado debe pagar a

la parte actora, por las consideraciones que a continuación detallo.

Talcomo indica el Magistrado Sustahciadot la Jurisprudencia de esta Corte ha

reiterado que la fijación del monto indemniiatorio por daño moral, debe efectuarse de

conformidad con las pruebas aportadas poi el damnificado; de allí que, .,la 
actora debe

saber que toda cuantía que manifiesta el peticionario debe probar cómo se genera...,,.

Lo anterior resulta contradictorio con lo manifestado a foja 1g de la resolución

que precede, específicamente cuando se señala que de conformidad con el principio

según el cual es a las partes a quienes les incümbe demostrar los hechos y al juez

dispensa!'el derecho

materiales y morales

(artículo 784 del

legislaciÓn, a fin de que /os mismos /e fuerút resarcidos, situación que no ocurre en

el negocio jurídico en cues tión,

De igualforma, se indica que "a pesa.r de que ciertamente existe un daño cierto,

probado y un monto reclamado y, tomando en consideración que la parte actora no
presenta suficiente prueba idónea

daños... ". conforme a lo planteado, la

del daño;rTloral cuya afectación se reclama.

sufridos /a parte actara,

Judicial), quien "debió probarlos daños

de acuerdo a /o establecido en nuestra

Código

gue pueda corrobo rar la cuantía de los

parte actora no aportó suficientes pruebas a
fin de determinar la cuantificación
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No obstante lo anterior, ta línea jurisprudencial de esta Oorte también Fra,t,
reconocido que, a falta de elementos que ayuden a precisar e[ monto de dicha

reparaciÓn, e[Tribunal puede de forma discrecional, razonable y fundada, adentrarse

a su fijacién tomando en cuenta aquellos Tactores o elementos que surjan en autos;

frente a lo cual resulta imprescindible tomaren consideración la evaluación psicológica

practicada a la entonces menor de edad M.M.A.F., contenida en el oficio N" IMELC F-

Ag-Coclé-Spsic-01-009-2013 de 1 de mayo de 2013, realizada por la Unidad de

Fsicología Forense defl Instituto de Medicina [-egal y Ciencias Forenses, Agencia de

Coclé, en e[ cual se concluyó lo siguiente:' :

"Conctusiones

Basándome en la historia clínica recabada sobre !a evaluada y los datos'
aportados por el familiar y algunos. informes psicosociales que fueron
incluidos en la earpetilla legal, puedo concluir que [as evaluadáfresentó
una !'eacciÓn psicológica asociada a un event'o estresante, qub estuvo
caracterizado por síntomas emocionales de tristeza, labil¡daü al nanto,
insomnio y un malestar emocional en general.
sin embargo, en la actualidad, Maybelline M. Aguilar sro evidencia
sÍntomas psicopatológieos coherentes con un trastorno mentafl
específico, apenas se describen sintomas aisladoJ v c" baja
intensidad, algunos de tos cuales inctuso encontramos en estado
de remisión, es decir con mejoría parcia! en nelación a su estado
inicial." (Lo resaltado es de la Sála). 

'

Como se desprende de la evatuación psicológica practicada a Nf.fuX.A.F.,

"apenas se deócnb en síntomas aislados y de baja intensidad', presentando una

mejoría con nelación a su estado inicial; por lo que basados en la referida prueba

medíante !a cual se demuestra la recuperación que ha tenido la demandante, y

aplicando las reglas de la sana erítica, considero que Ia compensaeión eeonémica que

el Estado debe pagar, en eoRcepto de daños y perjuicios, asciende a la suma de

cincuenta mil batboas (B/.b0;00O.OO).

Son los eriterios expuestos en líneas anteríores, por tos cuales

respetuosamente hago este voto razonado"

\wÑ1,5
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tUIS RAMÓII FÁEREGA S"

MAGISTRADO

TIA ROSAS

RETARIA


